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Temas: Delito de Peligro: Basta que las sustancias tengan la idoneidad para causar los efectos o daños a la salud, para que quien entre en contacto con ellas, de cualquiera de formas mencionadas en la ley, sea punible en virtud de esta normativa, y se trate además de un delito consumado. En orden a la clase de sustancia en concreto que se considera apta para provocar las consecuencias indeseadas, se cuenta con la enumeración taxativa que emplea el Reglamento de la Ley 20.000 que establece cuáles son esas drogas. En relación al asunto en particular, el artículo 1º menciona la cocaína base, alucinógeno que se ha demostrado fue hallado, según lo demostrado por declaración de los funcionarios policiales, las pruebas de campo, y con mayor autoridad, lo que indicaron los protocolos de análisis acompañados al proceso. Debe hacerse presente que esta droga es considerada como capaz de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública, según el propio reglamento y las consecuencias del uso de la droga son confirmados por el informe sobre efectos y peligrosidad para la salud de la cocaína añadido al juicio, que ejemplifica las repercusiones físicas de su consumo habitual, entre otras consideraciones; ratificando con ello la ratio legis de la normativa. Junto con estas circunstancias, debe reiterarse una vez más el concepto del tráfico ilícito de estupefacientes como un delito de emprendimiento, lo que se traduce en la sanción íntegra de una actividad que involucra en no pocas oportunidades, diversas y complejas acciones, ya sea colectiva o individual, siendo para el legislador cada una de ellas susceptible de ser castigada. Concepto Regulativo: De acuerdo a la prueba rendida, el imputado fue sorprendido, a lo menos, portando o poseyendo una cantidad determinada de droga, conductas indicadas tanto en el artículo 3º, o norma principal, como también en la figura privilegiada del ya citado artículo 4º. En dicho sentido, los autores y la Jurisprudencia han señalado que la mención que se hace en la ley a este respecto, constituye un parámetro cuantitativo indefinido y que formaría parte entonces de los llamados principios o conceptos regulativos, para así diferenciarlos de las cláusulas normativas estrictas. Por medio de aquellos, se ha dicho que el legislador da la posibilidad de desarrollar la norma con un criterio judicial a partir del caso concreto que se conoce, atendiendo a una variedad de factores indeterminados y cambiantes. No obstante lo anterior, aquellas cláusulas ofrecerían directrices para ayudar a desentrañar su alcance. En lo específico, el concepto de pequeña cantidad es el punto de partida, y de acuerdo a la definición académica se trataría de un número de poca importancia, lo que objetivamente puede decirse de sólo 0,8 gramos, aunque dosificado en 24 papelillos. Por otro lado, entendiendo, como se justificará, que en la especie el imputado poseía la droga, sin acreditar que estuviese destinada a su consumo, en la práctica el legislador sanciona esta conducta, como una de las modalidades de tráfico aludidas antes, por suponer que, en potencia, estaría destinada a promover o facilitar el uso o consumo de aquellas sustancias, ya que se trata naturalmente de un delito de peligro abstracto, como se señaló anteriormente. No se requiere porcentaje de pureza para estar frente al objeto material ni configuración del delito bastando solo la determinación de la sustancia prohibida: En cuanto a la naturaleza de la sustancia, la defensa cuestiona que, no habiéndose determinado el grado de pureza, la conducta sería impune, pues al estar dirigido el tipo penal a la protección de la salud pública, la concentración del alcaloide se relacionaría íntimamente con este valor, ya que una eventual cifra demasiado ínfima no cumpliría tal objetivo. Sin embargo, estos sentenciadores estiman que si bien tal precisión no fue incorporada en los análisis pertinentes, de todos modos se determinó científicamente y de manera incuestionada, que las muestras remitidas, correspondientes a su vez a las dosis de alcaloide incautadas en poder del acusado, presentan cocaína base en su composición. En este sentido, el tipo penal ni el contexto global de la Ley 20.000 exigen un estándar específico de pureza, habiéndose explicado reiteradamente que cualquier porcentaje de pureza causa efectos en el organismo humano, dado que generalmente la sustancia se transa de manera mezclada con otros aditivos para aumentar su volumen, y así, las ganancias. La salud individual o pública evidentemente son conceptos abstractos, y por simple lógica, de pretender de alguna forma la legislación castigar sólo la afectación de grandes masas de personas, derechamente habría declarado impune la comercialización o mera tenencia de reducidas cantidades.               
Se rechaza la causal de justificación de consumo personal y próximo en el tiempo, siendo de carga del imputado probar tal situación:  Que en cuanto al descargo principal de la defensa, esto es, que la sustancia incautada en poder del acusado estaba destinada para su consumo personal, exclusivo y próximo en el tiempo, a manera de causal de justificación, cabe concluir de los antecedentes allegados que aquello no resulta siquiera plausible, en el entendido que, habiendo sido sorprendido portando droga y ello se enmarcó en una de las hipótesis legales de sanción, le correspondía entonces a lo menos demostrar con cierto asidero que ella estaba destinada a su consumo personal, pero analizada la prueba rendida para dicho fin, los argumentos se remitieron prácticamente a las meras afirmaciones del imputado, quien aseguró consumir pasta base, agregando fundamentos acomodaticios que si bien podrían ser ciertos, llamó la atención que no tuviera un trabajo estable y que viviera en malas condiciones, pudiendo no obstante ello, disponer de sumas de dinero importantes para costear la compra de la droga que según sus dichos llegarían a las 100 unidades diarias, cifra inverosímil, pues, según sus propios cálculos, ello le significaría procurarse la suma de 80 mil pesos, lo que lo torna aún más improbable. Sumado a ello, dicha cantidad implicaría un estado calamitoso de adicción, y concretamente, el día de su detención el médico de turno que lo atendió ni siquiera constató en él algún grado de afectación por la acción de las drogas, lo que fue corroborado por los funcionarios policiales, sumado a los de su polola que fueron abiertamente contradictorios. Por su parte, la conclusión de la sicóloga, destaca que, de acuerdo a su propia exposición, aquellas se basaron en descripciones igual de genéricas a las manifestadas por el acusado en el juicio. Por último, el informe toxicológico acompañado por la defensa resulta complemente desplazado por la exposición clara y fundamentada de la perito ofrecida por la Fiscalía, en cuanto concluyó, luego de los procedimientos de rigor, que en las fechas el imputado no presentaba en su organismo rastros de consumo de drogas, en específico, cocaína. Por otro lado, el documento añadido por la defensa no se sustenta por si solo, ya que ni siquiera precisa el origen de las muestras ni los procedimientos utilizados, ni menos explica el porqué de la diferencia de resultado con el otro peritaje, que aparece así, incuestionado. En definitiva, si bien hasta el fiscal admite que es posible que el enjuiciado alguna vez en su vida haya consumido drogas, no es posible encontrar en todas las probanzas mencionadas algún rastro de confiabilidad para al menos concebir la duda razonable acerca del nexo entre la droga incautada y el uso personal y próximo de parte del citado.   

Acoge la atenuante del artículo 11 N° 9 del Código Penal: Pese a cierta incongruencia en las peticiones de su parte, finalmente el acusado reconoce haber portado la sustancia que le fue incautada. Por ende, existe correlación entre los hechos admitidos y la decisión jurisdiccional, disipándose además cualquier vacilación que pudo haber generado la falta de identificación expresa por parte de los funcionarios aprehensores en estrados. Acoge la agravante del artículo 12 N° 16 del Código Penal: Se acreditó de manera documental, suficientemente, que el enjuiciado registra una condena anterior por delito de la misma especie, sin que hayan transcurrido los plazos que eventualmente impedirían considerarla para estos efectos.
CONTRA:      MIGUEL ANTONIO MUÑOZ RODRIGUEZ

DELITOS: TRAFICO DE PEQUEÑAS CANTIDADES DE DROGAS O       ESTUPEFACIENTES   (CONSUMADO)                                                

 RUC       :     1200571848-K


 RIT         :     53-2013

                        Talagante, catorce de junio de dos mil trece.

               VISTOS, OIDOS LOS INTERVINIENTES Y TENIENDO PRESENTE:

   PRIMERO: Que ante esta Sala del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Talagante, se llevó a efecto la audiencia de Juicio Oral en causa R.I.T. Nº 53-2013, R.U.C. Nº 1200571848-K, para analizar la acusación presentada por el Ministerio Público de esta ciudad, en contra de MIGUEL ANTONIO MUÑOZ RODRIGUEZ, cédula de identidad N° 14.053.938-4, sin apodos, chileno, de 32 años de edad, nacido en Molina el 5 de junio de 1981, soltero, obrero agrícola, sin domicilio.
                 Representó al Ministerio Público el Fiscal Adjunto Daniel Ríos Karl, con domicilio y forma de notificación ya registrados en el Tribunal. 

                 Por la defensa del acusado compareció la abogada defensora penal público Mariana Fernández Moneta, con domicilio y forma de notificación registrados en el Tribunal.

                 SEGUNDO: Que la acusación deducida por el Ministerio Público y  que da cuenta el Auto de Apertura del Juicio Oral, formula cargos por los siguientes hechos: 

     “Funcionarios de Carabineros de Chile, mantenían información que en pasaje Riñihue Población Los Lagos de la comuna de Talagante, se comercializaban drogas, con esa información sorprenden el día 05 de junio de 2012, al acusado MIGUEL MUÑOZ RODRÍGUEZ en dicho pasaje realizando una transacción de dragas con un consumidor, incautando en su poder un estuche que contenía 24 dosis de pasta base de cocaína que mantenía en la pretina del pantalón. Cuyo peso era de 4 gr. Bruto”.
          A juicio de la Fiscalía, los hechos descritos son constitutivos del delito de Microtráfico ilícito de estupefacientes, establecido en el articulo 4 de la Ley N° 20.000. Al acusado le ha correspondido, según lo dispuesto en el artículo 15 N° 1 del Código Penal, la calidad de autor ejecutor en un delito cuyo grado de desarrollo es de consumado. Según el persecutor, al imputado le perjudica la agravante contemplada en el artículo 12 N° 16 del Código Penal.



La Fiscalía requiere se imponga al acusado MIGUEL ANTONIO MUÑOZ RODRÍGUEZ, la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, más multa de 40 Unidades Tributarias Mensuales, comiso de las especies incautadas, accesorias legales de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos e inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena y las costas de la causa.
              En este sentido, en su alegato de apertura el fiscal señala que se probará que el acusado es culpable del delito de microtráfico. En ese sentido,  los policías ven un intercambio de objetos entre dos personas, en que el imputado se guarda algo en el bolsillo, un monedero de cuero con 24 papelillos de pasta base, huyendo luego ambos. Descartan el consumo próximo y exclusivo, debido al resultado de la prueba pericial, es decir, un examen toxicológico. Adicionalmente, se expondrá evidencia material y documental. Se constató comercialización, por lo que insiste en sus peticiones.

                TERCERO: Que en el alegato de inicio, la defensa indica que pedirá la absolución, ya que la prueba no logrará probar más allá de toda duda razonable que su defendido tenga participación en el delito señalado. El imputado contará su versión de los hechos. Ese día él compra droga, pues es consumidor, al efecto existe un examen toxicológico que será incorporado, incluso una psicóloga establece su calidad de drogo dependiente desde temprana edad. No basta que no haya dado razón de su porte en aquel momento. Por lo tanto, se trata de la falta del articulo 50 de la Ley 20.000 únicamente.

                 CUARTO: Que el acusado, en presencia de su defensor y en la oportunidad dispuesta en el artículo 326 del Código Procesal Penal, decidió hacer uso de su derecho a prestar declaración como medio de defensa, manifestando Miguel Muñoz Rodríguez que el día 5 de junio se acercó a la casa de la madre de su hijo, y le dijo que tenía 20 mil pesos para comprar droga. Fueron a un negocio donde hay mesas y silla para compartir. Ella avanzó un poco con su hijo y él se adelantó a comprar droga. Luego fueron al local. A la vuelta pasó a una casa a pedir cigarros sueltos,  fiados. Llegaron los carabineros en moto, le hicieron control, le levantaron la polera y le encontraron la droga, les dijo que la había comprado  en la esquina. Le botan una pipa que tenía. Lo llevan a la comisaría, allí estaba la persona que le había comprado, incluso tenía el dinero. Al día siguiente lo pasaron a control de detención. No le pudieron tomar las huellas de sus dedos. 

            Interrogado por el fiscal, apunta que el domicilio de pasaje Riñihue era de su suegro, lo habian echado de allí porque no ayudaba en nada. Al momento de la detención vivía en un potrero hace dos meses. Fue a la casa de su señora a ver a su hijo.  Ella no quería que se fuera de la casa. Tiene dos hijos.  Su señora sabía que consumía droga, por eso no se molestó, incluso consumía droga, al principio lo hacían juntos. Por esa razón no aportaba en la casa. Compró como a las 16 o 16:10 horas en la esquina de Pasaje Riñihue con Puyehue. Los 20 mil pesos le alcanzaron para 24 dosis, porque regalan algo. Luego estuvieron como media hora en el negocio comiendo algo. Su señora estaba a menos de diez metros cuando llegaron los carabineros, junto a sus niños. Habia más personas, otros detenidos y los vecinos. Entre los demás detenidos estaban el vendedor de la droga y otra persona que estaba junto a él. No sabe su nombre, aunque le compraba todos los días. Se levanta la polera y estaba la droga en un monedero. La tenía allí porque no contaba con otro lugar para guardarla, no tenía bolsillos. La pipa también estaba en el monedero.  Carabineros le dice que le van a hacer un control.  Les cuenta que compró droga en la esquina pero no le dice a quien. A ellos sólo le encontraron dinero, no droga. Ellos se deshacen de la sustancia, los carabineros no buscaron.  Carabineros no vio cuando compró la droga.  Llegaron por otro pasaje, no pensó que lo iban a buscar a él. Carabineros botó la pipa cerca de una reja, su señora lo vio. Asegura que consume más de cien papelinas diarias. Eso equivale a 80.000 pesos diarios. No tiene cómo conseguir esa suma, entonces se ofrece a llevar a las personas a comprar y algo le daban. Además vendía fierros, etc. consume pasta base desde los 21 años. Ese día había consumido como 4 papelinas. Admite que es más conveniente comprar bolsas, aunque en el momento sólo le interesa consumir.  Utiliza unas tres dosis al instante de consumir.  Reconoce que una vez lo condenaron por microtráfico en la comuna de Molina, por tener marihuana. También la consumía. Respecto al presente caso, declaró en la policía, fue breve, dijo que había comprado en la esquina. En la fiscalía no declaró porque su abogado no llegó, él le dijo que no lo hiciera en esa situación. Asegura que le ofrecieron bajar la pena si declaraba. Señaló que era consumidor, pero no lo declaró como tal. No le preguntaron si tenía pipa. Se le exhibe una declaración en la fiscalia, donde se le consultó eso, pero no respondió. Dice que no se le preguntó por su consumo, pero en el texto sí se indica, aunque no respondió.  Cuando lo suben al carro policial estaba su señora. No tiene amigos entre los vecinos. Al momento de su detención consumía pasta base, marihuana, pastillas y alcohol. Después de la detención marihuana y pastillas.

              Interrogado por la defensa, dice que no sabe si le registraron su declaración en carabineros, les dijo que la había comprado en la esquina y era para su consumo. No declaró porque no estaba su abogado, entiende que eso es importante. Antes no ayudaba en la casa porque el dinero lo destinaba a drogas. Supo que el peso fue de 0,8 gramos. Cree que es poco para la cantidad de dosis. No vendió drogas ese día ni llevó a alguien que quisiera comprar. 

                QUINTO: Que los intervinientes no arribaron a ninguna convención probatoria que considerar.

                 SEXTO: Para los efectos de acreditar su teoría del caso, el Ministerio Público rindió la siguiente prueba: 

               1. Declaración de Emilio Matheu Rodríguez, chileno, funcionario de carabineros, quien expone  el día  5 de junio estando de turno, en dirección por Pasaje Calafquén, tomando por Riñihue, divisaron al imputado haciendo una transacción con un sujeto que se dio a la fuga por Riñihue hacia Julio Vrancken. En ese lugar habitualmente se hace venta de droga según los informes. Estaba acompañado por los sargentos Santis y Mansilla. Cuando ingresaron al pasaje, a los diez metros ellos se percatan de su presencia. Intercambiaban, hacían maniobras de cambio de droga. Al verlos se pusieron nerviosos, uno de ellos arrancó y el otro se dirigió hacia ellos, para tratar de entrar a una casa de ese pasaje, Riñihue. Cuando los ven entrega algo al otro y huye. Se guarda algo en el cinto. Explica que las motos no emiten mayor sonido, los pasajes no son cerrados,  por eso no se da cuenta.  El imputado no alcanzó a entrar al domicilio. Sólo se abocaron a ese sujeto, por razones de seguridad. El sargento Santis le hizo registro y encontró en el cinto del pantalón un monedero con 24 papelinas con sustancia color beige que resultó ser pasta base. No tenia nada más, ni dinero ni elementos de consumo como pipas u otros.  El otro sujeto se dio a la fuga. Salió una señora de un domicilio, en el pasaje Riñihue. No manifiesta nada, sólo se le da cuenta del procedimiento, era una persona baja de 30 o 35 años, de contextura gruesa. Revisaron el lugar, pero no había nada. No explicó porque tenía esa droga. El imputado dijo que vivía en Riñihue 2526, Talagante, aunque registraba otro domicilio en la comuna de Río Claro. Se le exhiben fotografías: N°1, el pasaje Riñihue, abajo Pasaje Puyehue y arriba, Calafquén, por donde llegan. Los sujetos estaban en la zona inferior. Al avanzar se percatan de su presencia, los ven a 15 a 20 metros. Una persona huye hacia arriba y el imputado hacia abajo. La señora salió del mismo sector donde trató de entrar el sospechoso. 

             Examinado por la defensa, indica que los tres funcionarios estaban en motocicleta. Los tres entran al pasaje simultáneamente. Ven en el momento que el imputado entrega algo y se guarda el monedero en el cinto. No ven lo que intercambian. No portaba cédula de identidad, le registran y encuentran el monedero con los 24 envoltorios, nada más. Asegura que al ser sorprendido, no alcanza a recibir el dinero de pago, eso es lo que entiende. No persiguieron al otro sujeto, por falta de funcionarios. No declaró en fiscalía. No recuerda haber dicho que la otra persona se dio a la fuga o recibió algo del imputado.  Supone que el imputado es el vendedor porque tenía la droga y vive en el sector.  

              2. Testimonio de Ethel Guerrero Rosen, chilena, químico farmacéutico, quien explica que al Servicio Médico Legal se le pidió examen de abuso de droga en pelo, así el día 3 de enero se tomaron muestras en el servicio provenientes de Miguel Muñoz Rodriguez, era vello pubiano y orina, 45 ml, con ph6 normal. En el pelo se hizo rastreo de droga, que corresponden a cannabis, cocaína, anfetamina, éxtasis, barbitúricos, benzo diazepinas, etc. arrojando resultado negativo para todas. Con el vello púbico, para cocaína y opiaceos, obteniendo resultados también negativos. También para la orina.

             Interrogada por el fiscal, explica que a veces los resultados positivos no son confiables, deben ser confirmados. Hay falsos positivos, pero nunca negativos. En el caso del imputado, como no había suficiente en la cabeza, se tomó muestra de vello pubiano. Sostiene que este tipo de vello otorga mayor confiabilidad.  Afirma que es una técnica validada a nivel internacional. En su pericia se establece un “corte” porcentual, de 0,5 nanogramos. No sabe si el otro laboratorio está validado. 

          Consultada por la defensa, explica que la droga se incorpora al pelo, y lo está hasta que se corta o se cae. El análisis abarca 2 cms. o aproximadamente dos meses, según el crecimiento. En el vello pubiano no hay precisión de tiempo, puede ser muy anterior.  La droga se incorpora al torrente sanguíneo en el mismo momento. En el caso del vello pubiano como es tan débil, no se puede hacer calendario, no así en el de la cabeza, pero sólo de manera aproximada.  El vello axilar puede estar alterado por el uso de desodorantes, no es lo ideal. No puede explicar porque un examen es positivo y otro no, sólo que su examen está validado. Asegura que hay normas internacionales que deben acotarse, el porcentaje de 0,5 señalado es mínimo. No sabe cual es índice de corte del otro examen para pronunciarse, sólo entiende que el porcentaje de corte debe contener los metabolitos. Tampoco sabe si se usó vello pubiano o de la cabeza. 

          Al Tribunal le aclara que se recomienda un límite de detección, el porcentaje es el mínimo para encontrar todo el componente de la sustancia. Sus parámetros son de nivel internacional, incluso a nivel de las Naciones Unidas.

          Al fiscal le explica que trabajan con un código, no sabe los nombres que forman parte de la pericia.

             3. Declaración de Ricardo Santis Gatica, chileno, funcionario de carabineros, quien da cuenta que el día 5 de junio de 2012 estaba de acompañante del teniente Matheu y el sargento Mancilla, efectuando patrullaje preventivo en el sector, y a las 16:30 o 16:35 horas por Calafquén con Riñihue ven a dos personas efectuando una transacción, uno se da a la fuga y otro camina hacia ellos para meterse a un domicilio, siendo fiscalizado. Se quedaron con una persona de nombre Miguel Muñoz,  que fue fiscalizado. Vieron cuando se introdujo en su cinto un monedero café que tenía 24 contenedores de pasta base. Se le leyeron sus derechos y se pidió un carro para llevarlo a la unidad. Se manejan sectores de venta de droga, entre ellos, el de Pasaje Riñihue, a toda hora, por eso se patrulla. Cuando los sorprenden es por detrás, por calle Calafquén. Los ven efectuando una transacción, uno huye por Riñihue hacia el sur. Tenía envoltorios con papel de cuaderno, 24 total. Ve que el imputado le pasa algo al otro y este no alcanza a entregar nada. En ese sentido, por su experiencia el comprador siempre tiene una o dos dosis, en cambio, el acusado tenía 24. No portaba dinero, pero comprenden que al ser sorprendido, la otra persona no alcanzó a pagar. Sólo ven que Muñoz entrega algo, pero no recibe nada. No encontraron elementos de consumo, como pipas. Cuando llegaron, la otra persona se dio a la fuga y por reglamento un funcionario no puede perseguirlo solo. Los ven a 25 o 30 metros de distancia. No había mas gente en el lugar cuando acceden.  Existe una cancha de fútbol que permite una visión despejada, pero no por el punto que ingresaron de forma sorpresiva. No había nadie en la cancha, ni autos estacionados. El detenido no justifica la tenencia de droga. Se acercó una señora, que no estaba en la calle cuando ocurren los hechos. No  sabe de donde salió. Fue la única persona. Se le muestra evidencia: papel cuadriculado, que en su interior tenía polvo beige característico de la pasta base, comprobado con prueba de campo. Eran 24 de las mismas características. El peso fue de 4 gramos, según funcionarios de la SIP. 

         Contraexaminado por la defensa, dice que vio que él saca algo, le pasa a la otra persona, luego se guarda en la cintura y sale huyendo. No vio lo que entregaba. Le pasa algo pequeño. Explica que en su experiencia la gente no viene de afuera a vender, sólo es la del lugar.  No conocía al imputado. En el mismo sector han hecho detenciones. Cuando lo detienen no sabía que vivía allí. No declara, no justifica el porte de la droga.  No recuerda si tenía celular, sólo recuerda el monedero.  No recuerda si declaró. Se le exhibe una declaración anterior en la fiscalía.  No recuerda lo que dijo. Se le exhibe y recuerda no haber dicho que el otro sujeto se dio a la fuga. Insiste en que la otra persona se dio a la fuga porque no hacía nada bueno, lo que es normal.  El acusado intentó entrar a un domicilio. 

Al Tribunal le explica que las casas no tienen numeración.  Personal de la SIP constató el domicilio del imputado. Mantenían la información de todos modos.

Al fiscal le explica que en su declaración en fiscalía señaló que el imputado tenía la droga y es quien entrega algo. No individualizaron al otro sujeto. Explica que lo más común es que un vendedor tenga un monedero de cuero, es lo más fácil para guardar la droga y ocultarla. Pudo haberse guardado el monedero en los bolsillos o tenerlo en la mano.

        4. Testimonio de Darko Ponce Aravena, chileno, funcionario de carabineros, quien expone que el 5 de  junio de 2012 se le entregó cadena de custodia con envoltorios de papel con sustancia para pesar y efectuar prueba de campo. El peso fue de 4 gramos brutos y dio coloración positiva para cocaína. Eran 24 dosis en papel cuadriculado. La sustancia se incautó en pasaje Riñihue con Puyehue. 

                 Como otros medios de prueba se acompañan:

      

B) OTROS MEDIOS DE PRUEBA. 

1.-Set fotográfico del sitio del suceso compuesto por 3 fotografías para ser proyectada en juicio.

2.- Un contenedor con 24 papeles, Nue 1888702



C) PRUEBA DOCUMENTAL.

1.- Acta de Recepción N°15137-2012, cíe Instituto de Salud Publica, de fecha 11.06.2012.
2.- Reservado N°15137-2012, de Instituto de Salud Publica, de fecha 26.06.2012.
3.- Protocolo de Análisis Químico Subdepartamento sustancias ilícitas, código de muestra 15137-2012-MM de fecha 26.06.2012, de Instituto de Salud Publica evacuado por Jorge Qrandon Parra, perito químico, ofrecido en los términos del inciso final del artículo 315 del Código Procesal Penal.
4.- Informe de efectos y peligrosidad para la salud publica de cocaína base de Instituto de Salud Publica
5.- Dato de atención de Sapu Talagante, N° 112498 de fecha 05.06.12.
                  SEPTIMO: Que la defensa incorporó la siguiente prueba:

1. Declaración de Sara Ibarra Ortiz, chilena, sin oficio, quien declara que tiene una relación con el imputado, pero al momento de los hechos no vivía con él, pues sus padres lo echaron de la casa porque era irresponsable, no ayudaba en la casa, económicamente, pero continuaban la relación. El iba a comprar droga con 20 mil pesos, le pide acompañarla a comprar en un negocio, y a la vuelta lo detiene carabineros.  Le botan una pipa y le quitan lo que tenía, que era para consumir. Vio cuando la compró, en la esquina del pasaje Riñihue con Puyehue. Los policías andaban en un auto, un “R.P”. No se acercó a los carabineros, ella estaba con sus hijos. Tomaron a tres personas detenidas, son los que se paran en la esquina a vender droga. Ella consumía droga en aquella época. No le molestó que él comprara por esa razón. Hace más de un año que consume droga, no sabe si antes de conocerlo lo hacía. Vio que él se quedó parado donde estaban los jóvenes y llegaron los carabineros, para hacer control de identidad a todos. No sabe que le encontraron al acusado, sólo que le botaron algo al  suelo. En la comisaría dijeron que le habían encontrado droga. No sabe que le hallaron a los otros individuos.

                   Interrogada por la fiscal, indica que está cumpliendo condena por robo con intimidación. Se juntaba con su pareja a consumir. Tiene nueve años de relación. En todo ese tiempo consumían juntos pasta base. La fue a buscar para consumir, iban con los niños, pero los fueron a dejar para ir a consumir a un potrero. También tenía una pipa. El que le vendió la droga fue un niño bajo, no sabe su nombre. Ella igualmente le ha comprado. Hace un año que vende en ese sector. Sabe su nombre pero no quiere decirlo. Ella fue a dejar a su hijo a la casa, luego salió y a diez metros de distancia vio todo. Explica que él fue a la esquina a comprar, mientras ella siguió caminando con sus hijos. Carabineros no la controló. Había más gente. Ella no se acercó a preguntar. Miguel no vende droga, sólo consume. Dice que en Molina ella consumía marihuana y carabineros los sorprendió comprando. Asegura que su pareja tenía 20 mil pesos que alcanzaba para 24 dosis, con los  regalos. Explica que cuando quiere consumir no piensa en las consecuencias. Dice que cayó detenida 20 días después del hecho, en ese tiempo no hizo nada por él, sólo lo fue a ver. Afirma que gasta 40 mil pesos diarios en droga, dosis personales, no en bolsa. Cuando lo detienen no sabe donde tenía la droga Miguel. El siempre andaba con un monedero donde guardaba el dinero y la pipa. Allí guardaba la droga también. Ella también hace lo mismo. No conoce a los carabineros que lo detuvieron. Pero los policías siempre tomaban detenidos en ese lugar, y les botan las pipas. No pudo recoger la pipa porque la recogieron otros jóvenes. La botan a cinco metros de distancia. Cuando se fueron los policías lo hicieron. No se le ocurrió hacerlo a ella. Le dijo Miguel que sigue consumiendo droga en la cárcel, pasta base. Su casa está a diez metros de donde fue detenido Miguel. La gente que estaba en la esquina preguntaron por Miguel. Siempre se ponen ahí para impedir que se los lleven detenidos.

            2. Declaración de Mariela Tapia Blaset, chilena, psicóloga, quien refiere que le correspondió entrevistar a imputado en el C.D.P. Talagante, aplicando un test de personalidad, además de otro proyectivo, arrojando rasgos y características de personas con drogo-dependencia. El sujeto colaboró con la entrevista, sus niveles de atención y concentración son de mediana calidad, pensamiento hilado y coherente, pensamiento concreto con evaluaciones generalizadoras, con baja auto estima, con problemas de índole primario con su familia, de abandono, es una persona impulsiva, no lo puede manejar. Le cuesta tomar decisiones, pues está interferido, con disminuida capacidad para ello, por las ganas de consumir sustancias. Con policonsumo abusivo desde la etapa adolescente. Presenta dependencia de sustancia que tiene que ver con indicadores cognitivos y de conducta, aunque le acarrea problemas, persiste en ello.

          Interrogada por la defensa, apunta que él le refirió que consume marihuana desde los 12 años, desde los 17 cocaína y desde los 21 pasta base, además de clonazepam. Vivía en un lugar de mucho consumo, su señora también lo hace, para evadir conflictos internos. Explica que su consumo fue aumentando en forma progresiva. Esto es normal en las personas con drogo-dependencia, cuando no les hace efecto aumentan las dosis. Dice que quedaba “duro, volado mirando el cielo”, y que para evitarlo tomaba alcohol. Estos síntomas se condicen con la de personas que consumen drogas. Dice que perdió trabajo por esa razón, además se separó de su señora, eso es creíble dentro de los parámetros. Dice que ahora tiene dolor de guata, que transpira,  lo que se corresponde con el período de abstinencia. Hacía trabajos esporádicos e incluso vendía cosas de su casa, llegando a vivir en una caseta en un sitio eriazo. Hasta ese momento no se había tratado la adicción. Le explica que quiere salir de eso, pero sabe que solo es imposible. 

            Contraexaminada por el fiscal, señala que la pericia fue solicitada por la defensa, para determinar la drogo-dependencia, que es más permanente que la adicción. Según el test DSM4 quien consume más de un año es drogo-dependiente. Dice que mientras estuvo preso no consumió drogas. Se entrevistó con él una sola vez. Las características son creíbles, no puede decir abiertamente que es posible engañar el cuestionario. Tuvo acceso a las cosas básicas de la carpeta investigativa. No vio el parte policial, pero sí las declaraciones. Sabe que está acusado de microtráfico de pasta base, no sabe la cantidad. En su experiencia es complicado que un drogo dependiente sea traficante porque no ganarían mucho con el negocio, aunque no es imposible. Al revés, un gran porcentaje de los que venden no son consumidores. Le dijo que la pasta base la inhalaba en una bolsa, la aspiraba. Una bolsa diaria era su consumo. Aclara que al principio sí consumió en la cárcel, pero cuando lo entrevistó ya llevaba un tiempo sin hacerlo. Quizás por eso no salió en los exámenes.  No le preguntó si usaba pipa. A lo mejor entendió mal lo que explicó. 

                  B) DOCUMENTAL:

                  1. INFORME N°02589, de fecha 9 de enero de 2013 de examen químico toxicológico elaborado por el laboratorio de análisis de droga y control doping Corton Quality.

                   OCTAVO: Que en el alegato de clausura, la Fiscalía indica que no hay duda sobre la incautación de droga en cuanto a su tipo y cantidad. Según los funcionarios, el imputado entrega algo y no recibe nada a cambio, lo que importa para distinguir entre consumidor y vendedor, si compro me quedó con la sustancia y si vendo me quedo con dinero, pero en este caso no alcanzó a recibirlo, lo tiene en monedero, pudiendo hacerlo de otra forma, lo que se trata de conductas propias de vendedores. Además, no tenía elementos de consumo. No declara ni explica el origen de la droga. Es microtráfico porque no lo tenía para consumir de forma próxima ni exclusiva. En este caso, no hay falta alguna al principio de objetividad, el acusado fue citado pero no declaró, asimismo, el examen que se le hizo fue negativo, pericia de carácter objetivo. La psicóloga que trajo la defensa no tiene idea de cómo se consume la droga, pero ya es conocido en sus formas, así, la cocaína se “jala”, es decir, se aspira y la “pasta base” se fuma, para disolver los químicos.  Según la perito, compra la droga en bolsas, pero el acusado dice que no es así. Tampoco hay acuerdo sobre si consumió o no en la cárcel. En relación al informe técnico, la defensa leyó además una declaración jurada que no fue ofrecida como prueba, por lo que no puede ser valorada. Se dijo que se trataba de pelo de la cabeza y axila, pero se señala sólo una unidad, no sabemos de que parte. Quienes firman el documento son los directores y no peritos, no sabemos si hicieron los informes. No se indica tampoco el método. Igualmente, no se explican las nomenclaturas que indica el informe. Por otro lado, la perito Guerrero aseguró que pueden haber falsos positivos pero no falsos negativos. La testigo presentada además tiene poca credibilidad, pues dice ver que botaron una pipa, que había otras personas detenidas, pero  que no hace nada. No se acredita que sea consumidor ni menos que sea exclusivo o próximo en el tiempo. Aduce que se ha hecho costumbre afirmar que el consumo es alto para justificar las cantidades y que las pipas u otros elementos los botan. Sin embargo, no se advierte cuál es la necesidad de la policía de detener consumidores. No es efectivo que se hayan detenido más personas pues en ese caso se hubiese constatado la versión del acusado. Por otro lado, el consumo no descarta la venta. No puede asegurar que no lo sea, pero no lo justificó en este caso. En la réplica, dice que en lo relativo al peso de la droga, no tiene sentido que quien pague 20 mil pesos compre dosis personales, siendo más lógico que lo haga en bolsa, teniendo en cuenta que dice vivir en un potrero. En el dato de urgencia no hay referencia a estar drogado. Insiste en que el anexo no está ofrecido. En cuanto a la falta de reconocimiento, es irrelevante ya que se dio el nombre del imputado por los dos funcionarios, sin perjuicio que la propia pareja del acusado dice que fue detenido. En cuanto a la referencia al reglamento de la ley de drogas, este nace en función al Código de Procedimiento Penal, sin embargo, hoy hay libertad de prueba, se trata de una norma anacrónica. Lo importante es determinar si la sustancia es o no droga y su efecto en la salud. Actualmente sólo se habla de salud, no que sea pública. En el informe se establece el carácter de la droga y efectos en el organismo, sin referencia a la salud pública. Hay porte y no está justificado.

                 Por su parte, la defensa insiste en que la carga de la prueba corresponde al Ministerio Público. En ese sentido, los funcionarios que declaran no saben que es lo que se traspasa de una persona a otra. Ambos llegan al pasaje cuando se realiza la transacción, pero no le encuentran el dinero, dado que ya lo había entregado para obtener la droga. Se necesitan mayores indicios para entender que estamos frente a un microtráfico, sólo se cuenta con una tenencia de apenas 0,8 gramos de pasta base. No tiene ni celulares ni dinero como indicios más ciertos de tráfico. No es claro lo que se aprecia para entender que era una venta. El funcionario no indica en su declaración que el supuesto consumidor se haya dado a la fuga. No es creíble que no se le haya podido detener. El acusado no huyó, sino que quiso entrar a un domicilio. Por lo tanto, los elementos disponibles dan cuenta más bien de la falta del artículo 50 de la Ley 20.000 en lo que insiste, ya que cuenta con un examen que a través de las muestras correspondientes determinó la presencia de cocaína. Entiende que con un nivel más bajo se puede encontrar, se trata de un valor menor a la de la pericia del Servicio Médico Legal. El documento que alude la fiscalía es sólo un complemento del peritaje, por lo que puede ser valorado. En cuanto a la psicóloga, mas allá de su desconocimiento de las formas de consumo, su experticia radica en evaluar la personalidad del imputado para determinar una drogo dependencia, en esa línea,  es consumidor y en forma sostenida en el tiempo. En ningún momento los funcionarios reconocen al imputado en la audiencia. Por otro lado, el análisis químico de la sustancia debe establecerla no sólo cuantitativamente, sino además de forma cualitativa, la pureza de la droga, lo que es relevante, especialmente en el delito de microtráfico,  para determinar la afectación al bien jurídico de la salud pública. En la réplica, argumenta que la cantidad no es antojadiza, es lo que registró. Aunque no se diga salud pública, es lo que se busca proteger. Una cantidad tan pequeña requiere determinar la pureza por el daño potencial, que de ser ínfimo no es relevante penalmente. En el plano fisico, apenas corresponde a 40 gramos de arroz.  

             NOVENO: Que cabe hacer presente que toda la prueba se incorporó legalmente a la audiencia, a través de las declaraciones de testigos y peritos, presentación de documentos, fotografías y evidencia material, conforme al procedimiento legalmente establecido, lo que, ciertamente, debe constar con fidelidad en el audio del juicio. En cuanto a los deponentes presentados en estrados, fueron individualizados por la presidente de sala, advertidos de sus derechos y debidamente juramentados o exhortados a decir verdad, según correspondió, sujetando sus declaraciones a los interrogatorios y contra exámenes de las partes y aclaraciones solicitadas por el tribunal en su caso, en conformidad a la ley; y en ese entendido, el Tribunal les otorgará el valor que corresponda, de acuerdo al análisis que se hará más adelante. 

               En consecuencia, la prueba rendida fue apreciada libre y debidamente; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 297 del Código Procesal Penal, formando plena convicción en los sentenciadores respecto a los hechos y circunstancias que se dan por probados, del modo que se expresa en el acápite respectivo, sin contradecir en ningún momento los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzados, para arribar a la decisión de condena, producto del convencimiento del tribunal, más allá de toda duda razonable; de la ocurrencia del delito por el que se sentencia al acusado y de su participación en él.

                 Así es que se tuvo por acreditado el siguiente hecho:

             "Funcionarios de Carabineros de Chile mantenían información que en pasaje Riñihue de la comuna de Talagante se comercializaban drogas, y en ese sentido, realizando patrullaje por el sector, sorprenden el día 05 de junio de 2012, a MIGUEL MUÑOZ RODRÍGUEZ en dicho pasaje manteniendo en su poder un estuche que contenía 24 dosis de pasta base de cocaína, el que portaba en la pretina del pantalón, cuyo peso era de 4 gramos brutos”.
                DECIMO: Que los hechos descritos precedentemente son constitutivos del denominado TRAFICO DE PEQUEÑAS CANTIDADES DE DROGAS O SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES, contemplado en el artículo 4° de la Ley 20.000, ilícito perpetrado el 5 de junio de 2012 en la comuna de Talagante, delito en grado de desarrollo consumado y en el que le ha correspondido al acusado Miguel Antonio Muñoz Rodríguez intervención en calidad de autor en los términos del artículo 15 Nº 1 del citado código, por haber tomado parte en su ejecución de una manera directa e inmediata. Acorde a lo ya expuesto, y lo que se razonará a continuación, estos sentenciadores estiman que la prueba de cargo producida ha logrado de cualquier modo vencer y doblegar la presunción de inocencia que amparaba al acusado al inicio de este juicio oral, conclusión que no se vio impedida por los descargos efectuados por aquel, la prueba rendida por su parte o por las alegaciones de su defensa técnica, no albergándose, en cualquier caso en los miembros del Tribunal, dudas razonables ni acerca de la existencia del delito ni de la participación que en él le cupo al encausado.

                UNDECIMO: Que en relación a la determinación de los hechos, recayó principalmente en los declaraciones de dos testigos, funcionarios policiales a cargo de un procedimiento sencillo, en la práctica, de rutina, sin perjuicio de dar cuenta de manera referencial que Carabineros de Chile de Talagante disponía de cierta información relativa a la venta de drogas en un determinado sector de la comuna, aunque en lo concreto, es de manera casual que se determina el descubrimiento de una actividad de posesión de estupefacientes en manos de un sujeto, en una cantidad muy moderada. En este claro sentido depusieron los policías Matheu y Santis, manifestándose de manera concordante en lo fundamental, en cuanto a los detalles e hitos que configuran el delito en comento, puntualizando que la secuencia se suscita el día 5 de junio de 2012, alrededor de las 16:30 horas, como precisó el segundo, momento en que observan al individuo en pasaje Riñihue cerca de pasaje Calafquén, en la comuna antes mencionada, cuando efectuaba movimientos de “intercambio de manos”, como explican los funcionarios, relativos a una transacción de drogas, lo que a ellos les pareció inequívoco. En este aspecto, se cuestiona la capacidad de apreciación de los carabineros, lo que podría abarcar eventualmente hasta la efectividad misma de la acción descrita. Al respecto cabe señalar que ambos policías dan cuenta, como se adelantó, de una secuencia muy simple e inmediata, en orden a detectar a pocos metros, entre 25 a 30 como señala Santis, a dos personas, una de las cuales haría entrega de algo a otra, quienes al verlos, se retiran, uno de ellos huyendo derechamente, mientras el otro camina en su misma dirección, pero con la intención de ingresar a un inmueble cercano. Pese a que la defensa intentó desvirtuar algunas de sus menciones, por ejemplo, que ninguna de las personas habría intentado escapar, finalmente, de acuerdo a los carabineros, resulta ser detenida sólo una persona, por lo que es entendible que efectivamente la otra se haya retirado con prontitud. Es más, anticipando otro tipo de argumentos, tal como lo acota la Fiscalía, si bien el acusado alega que había más personas en el lugar y que era precisamente otro sujeto el que proveía la sustancia, era lógico que de haberse concretado la aprehensión de este supuesto vendedor, se hubiese aclarado el asunto en beneficio del señor Muñoz. Sin embargo, de acuerdo a los testigos, nada de ello ocurrió, pues sólo se encontraba en el sector el acusado, y en algún momento una señora salió de su casa a ver que ocurría. Esta es descrita como de contextura gruesa, a diferencia de la testigo ofrecida por la defensa, Sara Ibarra, pareja del imputado, quien aseguró haber estado a diez metros de la acción, empero, no se ve inmersa ni interviene en la dinámica de modo alguno, pese a que sostiene que en su oportunidad contaba con los elementos para ayudar al enjuiciado, quien se encontraba indudablemente en una posición desmejorada. Asimismo, insiste en que fueron más personas las detenidas, situación que difícilmente puede ser obviada por la policía, teniendo la posibilidad la defensa de haber apoyado esta afirmación de una forma más tangible, lo que ciertamente no aconteció. Es más, la señora Ibarra incurre en una suerte de error, bastante grosero, en orden a aseverar que los funcionarios se movilizaban en un “R.P.” o automóvil, a diferencia de lo manifestado por los declarantes, que hablaron de motocicletas, lo que igualmente puede ser rebatible, lo que siquiera se intentó. Por tanto, en vista de tales inconsistencias, es dable concluir que en realidad doña Sara no presenció lo ocurrido aquella tarde. Finalmente, en un aspecto que se ahondará más adelante, si bien tienen asidero las explicaciones que entregan los carabineros para haber estimado que el imputado se encontraba transando droga, es decir, podría hablarse de máximas de la experiencia, o bien, a lo sumo, de conductas repetidas en su descripción en estrados judiciales, en cuanto a que los “dealers” o traficantes de poca monta realizan su actividad dentro o en las cercanías de sus domicilios, que hacen un rápido traspaso de manos de la sustancia y la recepción del pago, o que guardan las dosis individuales en monederos de cuero, entre otras; en lo concreto estos indicios no son suficientes para tener por acreditada una venta de droga, como tal, en lo específico, pues no se supo en definitiva que fue lo que se entregó, o incluso, si es que algo se le proporcionó a la persona que corrió a perderse. Por ende, lo tangible en este caso es que el acusado fue sorprendido portando o poseyendo una determinada cantidad de la sustancia que a primera vista los policías advierten como similar a la “pasta base”, lo que fue precisado en su naturaleza a través de las pruebas de campo o test portátiles, practicados con posterioridad, como apuntó el carabinero Darko Ponce, quien realizó su pesaje, sólo en términos brutos, esto es, 4 gramos, y en último término, como habitualmente se procede en estos casos, por los análisis de las instituciones del Estado, sobre su calidad exacta y certera como cocaína base, de acuerdo a la documentación incorporada, donde se le describe como polvo beige, la que pesó exactamente 0,8 gramos como neto en total. En definitiva, los testigos y la prueba en su totalidad se mostraron coherentes entre sí, sin contradicciones esenciales respecto a la dinámica planteada en los cargos fiscales, entregando -como se expuso- cada uno de los deponentes explicaciones precisas para justificar su conocimiento de los hechos, muy simples en su núcleo, contando como elementos adicionales con fotografías para mostrar principalmente la apariencia de la sustancia y los envoltorios que la recubrían, como también en un enfoque panorámico el sitio del suceso, de acuerdo a la mención de calles y puntos precisos de ubicación de personas y objetos, apuntados por los testigos, todo lo anterior, para sustentar la veracidad de sus hallazgos, Asimismo, sin que se hiciera valer por la defensa, o la exposición misma de las declaraciones permitiera avizorar, algún motivo de parte de los funcionarios para faltar a la verdad o bien modificarla en parte demostrando con ello animadversión hacia el imputado. De hecho, según el carabinero Santis, ni siquiera conocían al acusado, lo que este no desmintió, y es más su pareja, Sara Ibarra, lo ratificó. En esta dirección, tiene sentido lo que argumenta el fiscal, en cuanto a lo inverosímil de las afirmaciones de aquel o de su pareja que testimonió en estrados, en cuanto a que haya habido otros detenidos y que se le quiera perjudicar abiertamente sólo a él.

               Por otra parte, como se verá, estos juicios también se ven reforzados al examinar los descargos del imputado, puesto que, con todo, no fue materia de debate que se le hallara en su poder –como se ha repetido- droga, lo que por si solo configura el tipo penal invocado, si es que no se justifica adecuadamente, lo que no ocurrió en lo específico, como se expondrá en futuros párrafos.

    DUODECIMO: Que en cuanto a la intervención del acusado en el delito, se trata de una circunstancia comprobada en base a las mismas circunstancias anteriormente analizadas, principalmente determinada a raíz de su detención flagrante, ya que, como se indicó, fue sorprendido casualmente cuando portaba una cantidad de droga en la vía pública, de menor entidad naturalmente. Si bien no es reconocido en estrados como habitualmente se realiza, precisamente la situación dada por la naturaleza del procedimiento de detención y sus ulteriores consecuencias permiten obviar cualquier duda al respecto, habiendo mencionado el funcionario Santis que el imputado se llama Miguel Muñoz.  Con todo, el propio acusado se refiere a los sucesos del día 5 de junio de 2012, admitiendo que fue detenido, al menos, en parecidas circunstancias, llamando la atención que la defensa primeramente aluda a la falta de reconocimiento en juicio, y posteriormente, invoque los dichos del imputado en sentido contrario. De esta forma, en consecuencia, la convicción se formó de manera absoluta para calificar la participación del imputado como autor ejecutor según el artículo 15 Nº1 del Código Penal, al haberse acreditado que, con el comportamiento descrito, llevó a cabo los elementos típicos de los ilícitos en cuestión, esto es, algunas de las conductas o verbos rectores del microtráfico, pese a negar su responsabilidad abiertamente.
             DECIMOTERCERO: Que en cuanto a la decisión indubitada que el hecho en comento se adscribe al tipo penal descrito en el artículo 4º de la Ley 20.000, es decir, orientado al tráfico de pequeñas cantidades de drogas o estupefacientes, cabe explicar que, como delito de peligro, basta que las sustancias objeto de esa actividad tengan la idoneidad para causar los efectos o daños proscritos, para que el accionar de quien entre en contacto con ellas –en cualquiera de las formas mencionadas en la ley-, sea punible en virtud de esta normativa, y se trate además de un delito consumado. En orden a la clase de sustancia en concreto que se considera apta para provocar las consecuencias indeseadas, se cuenta con la enumeración taxativa que emplea el Reglamento de la Ley 20.000 que establece cuáles son esas drogas. En relación al asunto en particular, el artículo 1º menciona la cocaína base, alucinógeno que se ha demostrado fue hallado en un total neto de 0,8 gramos, dispuesto en papelinas o dosis individuales en número de 24, esto último, según lo narrado por los funcionarios policiales, sin perjuicio que de acuerdo a las pruebas de campo aplicadas en el momento, y con mayor autoridad, con lo que indican los protocolos de análisis acompañados al proceso, dichos exámenes químicos comprobaron que lo descrito como polvo beige se trata efectivamente de cocaína base, la llamada “pasta base”, en la cantidad exacta precitada. Debe hacerse presente que respecto de esta droga se le considera capaz de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública, según el propio reglamento, resultando aplicable al caso tal problemática, con todas sus consecuencias, desde luego, las punitivas. Se concluye esto de los elementos incautados en este juicio, según las descripciones antes referidas, incluyendo lo que visualizaron los funcionarios policiales y el acta de recepción, sin olvidar la precisión numérica establecida en los documentos oficiales y su efectiva naturaleza. Unido a lo anterior, las consecuencias del uso de la droga son confirmados por el informe sobre efectos y peligrosidad para la salud de la cocaína añadido al juicio, que ejemplifica las repercusiones físicas de su consumo habitual, entre otras consideraciones; ratificando con ello la ratio legis de la normativa. Junto con estas circunstancias, debe reiterarse una vez más el concepto del tráfico ilícito de estupefacientes como un delito de emprendimiento, lo que se traduce en la sanción íntegra una actividad que involucra en no pocas oportunidades, diversas y complejas acciones, ya sea colectivas o individuales, siendo para el legislador cada una de ellas susceptible de ser castigada con igual vigor, pero evidentemente, teniendo en cuenta los particularidades del asunto; es decir, si bien es claro que la Ley 20.000 trata de abarcar una gran cantidad de conductas relacionadas, últimamente ha optado por hacer precisiones, morigerando en algunos casos la pretensión punitiva, justamente, a partir del surgimiento de la figura del “microtráfico”.  En la misma dirección, no obstante la diversificada singularización en la descripción penal realizada por dicho cuerpo de leyes de las diferentes conductas que forman parte del denominado “ciclo de la droga”, se puede extraer fuera de dudas que el verbo rector en última instancia se instala de una manera extensiva en el artículo 3º de la citada ley, que se refiere a quienes por cualquier medio induzcan promuevan o faciliten el uso o consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas. En definitiva, la conducta concreta desarrollada por el acusado se enmarca no sólo en la descripción típica que se encuentra en el artículo 4º de la ley de drogas, sino también en aquella idea general. En efecto, de acuerdo a lo que se pudo apreciar de la prueba rendida en el juicio, fue determinado que el imputado fue sorprendido, a lo menos, portando o, poseyendo una cantidad determinada de droga (pues la llevaba o traía en su poder, satisfaciendo la literalidad de estas últimas acepciones), conductas indicadas tanto en el artículo 3º, o norma principal, como también en la figura privilegiada del ya citado artículo 4º de la ley en comento, referida derechamente a las pequeñas cantidades. En este sentido, los autores y la Jurisprudencia han señalado que la mención que se hace en la ley a este respecto, constituye un parámetro cuantitativo indefinido y que formaría parte entonces de los llamados principios o conceptos regulativos, para así diferenciarlos de las cláusulas normativas estrictas. Por medio de aquellos, se ha dicho que el legislador da la posibilidad de desarrollar la norma con un criterio judicial a partir del caso concreto que se conoce, atendiendo a una variedad de factores indeterminados y cambiantes. No obstante lo anterior, aquellas cláusulas ofrecerían directrices para ayudar desentrañar su alcance. En lo específico, el concepto de pequeña cantidad es el punto de partida, y de acuerdo a la definición académica se trataría de un número de poca importancia, lo que objetivamente puede decirse de sólo 0,8 gramos, aunque dosificado en 24 papelillos. Por otro lado, entendiendo, como se justificará, que en la especie el imputado poseía la droga, sin acreditar que estuviese destinada a su consumo, en la práctica el legislador sanciona esta conducta, como una de las modalidades de tráfico aludidas antes, por suponer que, en potencia, estaría destinada a promover o facilitar el uso o consumo de aquellas sustancias, ya que se trata naturalmente de un delito de peligro abstracto, como se anotó al inicio de este acápite.
              En cuanto a la naturaleza de la sustancia, la defensa cuestiona que, no habiéndose determinado el grado de pureza, la conducta sería impune, pues al estar dirigido el tipo penal a la protección de la salud pública, la concentración del alcaloide se relacionaría íntimamente con este valor, ya que una eventual cifra demasiado ínfima no cumpliría tal objetivo. Sin embargo, estos sentenciadores estiman que si bien tal precisión no fue incorporada en los análisis pertinentes, de todos modos se determinó científicamente y de manera incuestionada, que las muestras remitidas, correspondientes a su vez a las dosis de alcaloide incautadas en poder del acusado, presentan cocaína base en su composición. En este sentido, el tipo penal ni el contexto global de la Ley 20.000 exige un estándar específico de pureza, habiéndose explicado reiteradamente que cualquier registro ya causa efectos en el organismo humano, dado que generalmente la sustancia se transa de manera mezclada con otros aditivos para aumentar su volumen, y así, las ganancias. La salud individual o pública evidentemente son conceptos abstractos, y por simple lógica, de pretender de alguna forma la legislación castigar sólo la afectación de grandes masas de personas, derechamente habría declarado impune la comercialización o mera tenencia de reducidas cantidades.               
                  DECIMOCUARTO:  Que en cuanto al descargo principal de la defensa, esto es, que la sustancia incautada en poder del acusado estaba destinada para su consumo personal, exclusivo y próximo en el tiempo, a manera de causal de justificación, cabe concluir de los antecedentes allegados que aquello no resulta siquiera plausible, en el entendido que, si bien, luego de presentarse un estado de cosas en que el encausado aparece poseyendo droga y se ubica así en algunas de las hipótesis legales sancionadas, le corresponde a su parte a lo menos demostrar con cierto asidero que aquella serviría para su satisfacción privativa y cercana en el tiempo. En efecto, luego de analizar la prueba rendida para dicho fin, en último término, los argumentos se remiten prácticamente a las meras afirmaciones del imputado, quien asegura consumir pasta base desde los 21 años. Luego de oír el resto de su narración, esta impresiona como acomodaticia e inconsistente, ya que aduce, precisamente, que las 24 dosis que se le hallaron las compró en 20 mil pesos a un joven que vendía en una esquina. Si bien no es algo totalmente imposible, llama la atención sin duda que un consumidor que indica que no tiene trabajo estable y sobrevive en base a ventas esporádicas de fierro y otras labores menores, que vive en un potrero además, pueda disponer de tal suma. Adicionalmente, añade que, en forma habitual, consumiría 100 unidades diarias de la sustancia, cifra inverosímil, pues, según sus propios cálculos, ello le significaría procurarse la suma de 80 mil pesos, lo que lo torna aún más improbable. Ciertamente, dicha cantidad implicaría un estado calamitoso de adicción, y concretamente, el día de su detención el médico de turno que lo atendió ni siquiera constató en él algún grado de afectación por la acción de las drogas. Por lo demás, ya se ha dicho que la versión acerca de lo ocurrido el día del hecho resulta desvirtuada por lo referido por lo funcionarios policiales, que sólo lo aprehendieron a él. En el mismo sentido, los dichos de su pareja, Sara Ibarra, también muestran serias vacilaciones, ya que en un primer momento dice que Muñoz consume hace un año, pero después lo modifica, asegurando que lo hace desde que se conocen, es decir, unos nueve años. No incorpora mayor detalle de las actividades de consumo, su volumen o las consecuencias de aquel, con la excepción de indicar que, a raiz de ello, se le expulsa del hogar que compartían. Si bien esto puede ser real, la experiencia señala que existen muchas razones para abandonar o ser echado de un domicilio, por lo que no resulta un factor decidor en lo absoluto. Adicionalmente, sostiene que Muñoz continúa consumiendo droga en la cárcel, lo que se opone abiertamente con lo descrito por la psicóloga Tapia, a quien el imputado le señaló que había dejado de hacerlo en el encierro. Ahora bien, en cuanto a las conclusiones de esta profesional, destaca que, de acuerdo a su propia exposición, aquellas se basaron en descripciones igual de genéricas a las manifestadas por el acusado en el juicio, además de otros lugares comunes, como los supuestos síntomas de abstinencia, entre ellos, la sudoración y dolores corporales, de difundido conocimiento público. Especialmente fue llamativa la discordancia entre lo narrado por la experta y lo que dio a conocer el acusado en juicio, pues la primera señaló que, conforme a Muñoz Rodríguez, la droga la consumía “aspirando en bolsas”, mientras que éste explicó en estrados que hasta manejaba en todo momento una pipa para fumársela. Por lo tanto, o bien la psicóloga se confundió de modo lamentable, - e inadmisible para el fin propuesto- o derechamente el acusado maneja un discurso zigzagueante que impide dar crédito en lo absoluto a lo que sostiene, y que más bien, se trata de un esfuerzo mancomunado, pero con evidentes desencuentros, para intentar construir la excepción legal que lo favorezca. Por último, el informe toxicológico acompañado por la defensa resulta complemente desplazado por la exposición clara y fundamentada de la perito ofrecida por la Fiscalía, Ethel Guerrero Rosen,  en cuanto concluyó, luego de los procedimientos de rigor, que en las fechas relacionadas (en enero de 2013) el imputado no presentaba en su organismo rastros de consumo de drogas, en específico, cocaína. Dio cuenta de la certeza del análisis, y en términos simples, que el resultado negativo era incontrarrestable, en vista de la validación internacional de las categorías pertinentes. Por otro lado, el documento añadido por la defensa no se sustenta por si solo, ya que ni siquiera precisa el origen de las muestras (sólo que es “una” muestra de pelo), ni los procedimientos utilizados (únicamente se consignan en siglas indescifrables), ni menos explica el porqué de la diferencia de resultado con el otro peritaje, que aparece así, incuestionado. Más allá de la validez de la incorporación de anexos o complementos, ninguna de las piezas reseñadas, ni en su conjunto, revierten la idoneidad del informe fiscal. En definitiva, si bien hasta el fiscal admite que es posible que el enjuiciado alguna vez en su vida haya consumido drogas, no es posible encontrar en todas las probanzas mencionadas algún rastro de confiabilidad para al menos concebir la duda razonable acerca del nexo entre la droga incautada y el uso personal y próximo de parte del citado.   

           DECIMOQUINTO: Que  en virtud de lo que dispone el artículo 343 del Código Procesal Penal, se abrió debate respecto de las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal y todo lo relativo a la determinación y cumplimiento de la pena. En este ámbito,  el Ministerio Público da cuenta del contenido de extracto de filiación y antecedentes del imputado, que en lo concreto le permitirían acreditar la agravante del artículo 12 N°16 del Código Penal. Por otra parte, se opone a la atenuante del artículo 11 N°9 del mismo código, pues no da cuenta del origen y destino de la sustancia, como tampoco declaró durante el curso de la investigación.  Hace hincapié en que le parece anómalo que se incline a declarar sólo en el juicio y no lo haga con anterioridad, pudiendo haberlo hecho, evitando alegaciones relativas a la falta de objetividad de la fiscalía,  posibilitando asimismo que el proceso siga otro curso más favorable para él. Igualmente, se efectuó el examen toxicológico en ese sentido. Por lo tanto, el esclarecimiento del hecho lo realiza el Ministerio Público, sin aportes del acusado, por lo que insiste en sus peticiones de pena.

               Por su parte, la defensa solicita la atenuante del articulo 11 N°9 del Código Penal, ya que si bien sólo declaró en estrados, el acusado asegura que declaró ante la policía, pero no quedó constancia. Del mismo modo, argumenta que si bien  es llevado a la Fiscalía no declara por no estar acompañado de un abogado, lo que es absolutamente lógico. De todos modos, declara en juicio oral, renunciando a su derecho a guardar silencio. Los dichos no deben estar en absoluta correspondencia con la tesis fiscal, sino que deben ser útiles para la decisión del tribunal, lo que cree así ha ocurrido, porque reconoce haber portado las dosis de droga y ser detenido por la policía. Es relevante porque no hay prueba que ilustre sobre la sustancia incautada. Por lo demás, se sitúa en el día, lugar y a la hora indicadas en la acusación. Reconoce por otro lado que lo perjudica una agravante, la que deberá ser compensada por la atenuante que solicita, para aplicar la pena en el presidio menor en su grado medio, concretamente, 541 días. En cuanto a la multa, el acusado lleva más de un año privado de libertad, con un eventual cumplimiento efectivo, por lo que pide se le exima de aquella, ya que no podrá desarrollar una actividad remunerada. En caso de no estimarlo trascedente, solicita que se rebaje más allá del mínimo, según el artículo 70 del Código Penal, hasta las 2 U.T.M. Por último, pide que se le exima del pago de las costas, al haber sido representado por la defensa penal pública. 

  DECIMOSEXTO: Que el Tribunal decide conceder la atenuante del artículo 11 N°9 del Código Penal, solicitada por la defensa, pues, como se mencionó en algún momento, y pese a cierta incongruencia en las peticiones de su parte, finalmente el acusado reconoce haber portado la sustancia que le fue incautada, y que ciertamente fue detenido por carabineros por dicha circunstancia, la que a fin  de cuentas es el comportamiento basal que el Tribunal ha tenido en cuenta para condenarlo. Por ende, existe correlación entre los hechos admitidos y la decisión jurisdiccional, disipándose además cualquier vacilación que pudo haber generado la falta de identificación expresa por parte de los funcionarios aprehensores en estrados. Por otra parte, se acoge la pretensión del Ministerio Público, en orden a que perjudica al imputado la agravante del artículo 12 N° 16 del mismo cuerpo legal, ya que se acreditó de manera documental, suficientemente, que el enjuiciado registra una condena anterior por delito de la misma especie, sin que hayan transcurrido los plazos que eventualmente impedirían considerarla para estos efectos.
               DECIMOSEPTIMO: Que de esta manera, presentándose una atenuante y una agravante, el Tribunal, en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del Código Penal, debe compensarlas racionalmente, estimándolas equivalentes, por lo cual, podrá finalmente discurrir sobre la pena asignada al delito en toda su extensión, apreciando que, en la especie, al tratarse de un delito de peligro cuyos alcances se enlazan principalmente con los volúmenes de las sustancias involucradas, su exigua entidad (menos de un gramo) se condice con el mínimo de la sanción, es decir, el presidio menor en su grado medio en su tope inferior.

              En cuanto a la pena de multa respectiva, se aceptará del mismo modo el planteamiento de la defensa, relativo a las posibilidades económicas del imputado, conforme principalmente a lo plasmado en el mismo juicio, relativo a las circunstancias propias de comisión del delito respectivo, y lo que se puede desprender de los dichos del imputado, que dan cuenta de una persona con un oficio de baja calificación, que encontrará dificultades para proveerse los medios necesarios, y que además deberá purgar la pena privado de libertad necesariamente, por lo que se impondrá bajo el mínimo, con facilidades para su solución. Se dispone además el comiso de las especies incautadas, conforme a las normas pertinentes tanto del Código Penal como de la Ley 20.000, al constituir instrumentos del delito. 

            DECIMOCTAVO: Que en cuanto a las posibilidades concretas de acceder a beneficios en libertad, estas desaparecen por completo, al estar condenado anteriormente por delito estipulado en la Ley 20.000, lo que se encuentra expresamente vedado en el artículo 62 de la misma, sin perjuicio que su conducta inmediatamente anterior se advierte particularmente contumaz frente a los atentados contra el mismo bien jurídico, aunque sea de manera potencial o abstracta, por lo que, en cualquier caso, su situación es incompatible con los merecimientos para una medida alternativa. 

                  Que por otro lado, atento lo dispuesto en los artículos 5°, 16 y 17 de la Ley 19.970, y habiendo sido condenado por uno de los delitos previstos en la letra c) del artículo 17 de la Ley N° 19.970, se ordena determinar, previa toma de muestras biológicas si fuere necesario, la huella genética del imputado para ser incluida en el Registro de Condenados, una vez que el presente fallo se encuentre ejecutoriado, lo que deberá ser puesto en práctica por personal de Gendarmería de Chile en su momento. Póngase lo previamente resuelto en conocimiento del Servicio Médico Legal, en la oportunidad procesal correspondiente y para efectos de su cumplimiento. Del mismo modo, dese cumplimiento a lo señalado en el artículo 17 de la Ley 18.556, modificada por la N° 20.568, relativa a las inscripciones electorales.
                  Y visto además lo dispuesto en los artículos 1, 3, 11 Nº 9, 12 N° 16, 14 Nº 1; 15 Nº 1; 18, 21, 25, 30, 31, 56, 68, 69 y 70 del Código Penal; 1, 4, 45, 47, 295, 296, 297, 340, 341, 342, 343, 344, 346 y 348 del Código Procesal Penal, Ley 20.000 y su Reglamento, Ley 19.970 y Ley 18556 (20.568); SE DECLARA:
                    I) QUE SE CONDENA A MIGUEL ANTONIO MUÑOZ RODRIGUEZ, ya individualizado, a la pena de QUINIENTOS CUARENTA Y UN DIAS DE PRESIDIO MENOR EN SU GRADO MEDIO, como también a la accesoria legal de suspensión de cargo u oficio durante el tiempo de la condena, si es que alguno desempeñare y a una multa de dos unidades tributarias mensuales; como autor del delito de TRAFICO ILICITO DE PEQUEÑAS CANTIDADES DE DROGAS O SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES, consumado, perpetrado en la comuna de Talagante el 5 de junio de 2012.
                     II) Que atendido lo resuelto en el acápite final de este fallo, no resulta procedente concederle beneficio alternativo alguno de los dispuestos en la Ley 18.216, por lo que deberá cumplir la pena impuesta de manera efectiva, sirviéndole de abono para estos fines los días que estuvo privado de libertad por esta causa, es decir, desde el 6 de junio de 2012, tiempo el que ha estado sujeto a prisión preventiva sin interrupción.

                     III) La multa impuesta deberá ser pagada a partir del mes siguiente a contar de que este fallo se encuentre ejecutoriado. Para su pago se concede la opción de hacerlo en cuatro cuotas, iguales y sucesivas. En caso de no efectuarse de la forma señalada, se efectuarán las conversiones contempladas en la ley, en su oportunidad.

                     IV) Se decreta el comiso de las especies incautadas, conforme a las reglas del artículo 31 del Código Penal y 46 de la Ley 20.000, por lo que el Ministerio Público deberá proceder a la destrucción de las que mismas.  

                      V) En atención a las facultades económicas del sentenciado, las que se presumen precarias en razón de encontrarse representado por la defensoría penal pública y privado de libertad hasta la fecha, se les exime del pago de las costas de la causa, según lo permitido en los artículos 47 del Código Procesal Penal y 600 del Código Orgánico de Tribunales.



Dése estricto cumplimiento a lo dispuesto en las Leyes 19.970 y 18.556, modificada por la 20.568, de acuerdo a lo establecido en el considerando final  de esta sentencia.
Ejecutoriado el fallo, cúmplase con lo dispuesto en el artículo 468 del Código Procesal Penal. 

Regístrese, y comuníquese en su oportunidad al Juzgado de Garantía de esta ciudad, para los efectos de su cumplimiento. Hecho, archívese.

Redactada por el Juez  Jorge Cataldo Aedo. 
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